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[bookmark: _GoBack]Resumen: La representación política se ha vuelto dinámica, cambiante, escurridiza (Saward, 2010). Cada vez más actores en la arena política expresan demandas de representación, presentándose a sí mismos como los representantes de un determinado conjunto de intereses, o individuos. En paralelo, la insatisfacción ciudadana con respecto a los canales de representación tradicionales (principalmente el parlamento) se hace patente en el debate en la esfera pública. Los representantes electos son tachados de defender intereses ajenos a la ciudadanía y, a la vez, los propios representantes se defienden argumentando que el espacio de decisión que poseen es reducido debido a la cesión de soberanía a otras instancias dentro de los sistemas multinivel.
La falta de conexión entre la ciudadanía y los representantes puede explicarse porque la idea de la representación, así como sus definiciones, se han centrado tradicionalmente en la explicación y categorización de la tarea del representante (como delegate, trustee  o gyroscope, etc.) relegando de algún modo aquello que es representado.
Para volver a comprender la función de la representación, en un momento en el cual la  conexión entre representantes y representados es frágil, es necesario adoptar un enfoque que también tome en cuenta la importancia “lo representado”. Para ello es imprescindible describir el contexto en el cual la representación tiene lugar, señalando las potencialidades y peligros que plantea en particular la representación no electoral (Castiglione y Warren, 2006).
La presente ponencia, por tanto, se plantea explorar desde un punto de vista teórico la tarea de representación llevada a cabo al margen de las elecciones a través de los grupos de presión y de interés, y de los movimientos sociales. Se tratará de explicar qué es aquello que les permite conectar más fácilmente con “lo representado” así como los problemas de legitimidad que este nuevo modelo de representación plantea.
Nota biográfica: Actualmente Doctorando en el Departamento de Ciencia Política y Relaciones Internacionales de la Universidad Autónoma de Madrid. A partir de Octubre de 2013 Doctorando del Institut für Höhere Studien de Vienna.
Palabras clave: Representación, Parlamento, Legitimidad, Esfera Pública.

1. Introducción: La Crisis del Parlamento
La institución parlamentaria se encuentra una vez más en crisis. Su papel dentro del sistema político está cada vez más puesto en duda, a medida que su popularidad desciende. La mayoría de los análisis de la situación actual señalan la crisis de legitimidad a la que se enfrenta.
Tanto el surgimiento del movimiento 15M y su lema “No nos representan” como las manifestaciones del 25 de septiembre bajo el eslogan “Rodea el Congreso” no han hecho más que situarlo en el centro del debate.
Dentro del entramado institucional el debate sobre el proyecto de ley de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno pretende ser una de las piezas fundamentales para restaurar la confianza en las instituciones y mejorar la calidad de la democracia[footnoteRef:1]. [1:  Saenz de Santamaría, S. http://www.leydetransparencia.gob.es/index.htm accedido el 10/08/2013.] 
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Fuente: www.cis.es Confianza en el Parlamento (Noviemre 2010-Marzo 2013).
La crisis económica no está mostrando únicamente las debilidades del sistema político, sino que puede estar comenzando a afectar también a la legitimidad del mismo. Los cambios estructurales que se están sucediendo en las últimas décadas están trasformando la arena política, dando paso a sistemas multinivel en los que la soberanía ha sido diseminada en diferentes instancias de poder, coexistiendo instituciones democráticas como el ejecutivo o el parlamento con otros actores no electos (empresas transnacionales, organizaciones no-gubernamentales, movimientos sociales, etc.) que tratan de influir en el funcionamiento de los sistemas democráticos y están afectando al rendimiento del mismo.
Como resultado, nos encontramos ante un entramado político de enorme complejidad, cuyo funcionamiento y organización no ha sido fruto de un diseño intencional y que, por lo tanto, presenta dificultades en su encaje. Muchas de las cuestiones que deben tratar los parlamentos supranacionales, nacionales o regionales no se corresponden con las unidades territoriales de las que son “oficialmente” representantes (Warren, 2001).
En ocasiones lo que se pone en duda no es el concreto funcionamiento del Parlamento o del sistema representativo, sino su fundamento mismo (Tudela, 2013:94). El modelo de democracia parlamentaria de que nos hemos dotado hasta hoy se enfrenta a una crisis seria y objetiva (Tudela, 2013: 94).
En un momento en el que se habla de desafección política y de crisis de legitimidad, desde la teoría política resulta ineludible abordar un análisis que revise los fundamentos básicos de nuestra democracia. El siglo XX contribuyó a la expansión del voto universal, transformando los regímenes liberales en democracias constitucionales de masas. El objetivo, lo constituyó, de algún modo, el alcanzar un cierto equilibrio entre el gobierno de unas élites y la democratización social y política de la sociedad en la que los partidos políticos desplazaron, en parte, al Parlamento como principal “locus” de la representación (Urbinati y Warren, 2008: 389).
Como ya se ha señalado, hoy en día la integración europea, así como el propio sistema multinivel dentro del Estado, generan un entramado institucional en el que cada vez resulta más complejo distinguir las responsabilidades de cada institución. Lo que parecía ser un simple mecanismo representativo se ha convertido en una serie de prácticas complejas (Lord y Pollak, 2013) que requieren de mayor coordinación para su funcionamiento, así como de mayor conocimiento por parte de los ciudadanos para su evaluación.
En muchos casos, el desarrollo de la sociedad, la globalización y las nuevas tecnologías, han supuesto un cambio en la arena de la toma de decisiones, que se ha desplazado desde el estado y el parlamento hacia el llamado modelo de gobernanza, en el que el número de actores que toman parte en la tarea de la representación política se ha incrementado sensiblemente. Las sociedades están avanzando y cambiando más rápido que sus instituciones de gobierno y, como resultado, los representantes se encuentran cada vez más presionados a la hora de redefinir su relación con la ciudadanía.
Parece claro que la crisis a la que nos enfrentamos no consiste únicamente en una crisis económica y sino también política; no obstante, es pertinente preguntarse si el desafecto hacia las instituciones, como el Parlamento, puede desembocar en una crisis del modelo representativo, o si por el contrario se trata tan sólo una crisis de “rendimiento” del sistema.
A pesar de la mala consideración del parlamento que tiene los ciudadanos en España, la preferencia por un sistema democrático de gobierno frente a cualquier otra forma de gobierno permanece alta y relativamente estable.
[image: ]Fuente: www.cis.es Percepción de la legitimidad del sistema democrático (Julio 1996-Noviembre-2012).
La intensidad de la crisis ha generado una sensación de insatisfacción con el funcionamiento de las instituciones tradicionales de la democracia representativa, un descontento que es incluso mayor cuando hablamos de los partidos políticos (Cavero y García-Guitián, 2012).
Sin embargo, dentro del ámbito de la representación política, se vuelve a evaluar la tarea llevada a cabo por parte de los representantes del mismo modo en el que se ha realizado tradicionalmente. Es decir, la tarea de los representantes consiste, básicamente, en actuar en nombre de o en beneficio de sus representados. Tomar este modelo de representación y tratar de trasladarlo a la situación actual puede generar un elevado nivel de frustración en la ciudadanía.
El descenso de la participación electoral, el incremento de la desafección hacia la representación política tradicional, el aumento de la desconfianza hacia las instituciones políticas (no sólo hacia el parlamento), el papel cada vez más relevante de las organizaciones internacionales y de las organizaciones no gubernamentales (ONGs) cuya representatividad y rendición de cuentas no suele ser clara, así como el incremento de las demandas para lograr una mejor representación de los grupos marginados, suponen un auténtico reto para la teoría de la representación (Saward, 2012: 2).
Sin embargo, los representantes tienen cada vez una mayor tendencia a presentar sus decisiones como el resultado de argumentaciones técnicas, cuyo fundamento reside menos en opciones “ideológicas” y más en la aplicación de una racionalidad técnica. De modo que “el mundo de la libertad da paso así a una situación en la que las cuestiones propiamente políticas acaban planteándose como problemas técnicos. No es ya la comunicación abierta y la libre deliberación lo que decide como hemos de vivir, sino las necesidades de reproducción del sistema” (Vallespín, 2012a: 134).
En cierto modo, también la equidad en la representación se ha visto distorsionada por las presiones de diferentes actores (políticos y económicos) del sistema cuyo poder es capaz de constreñir la libertad de actuación de las propias instituciones representativas.
En España, las instituciones políticas se han enfrentado a una triple crisis. Primero, a una crisis de soberanía en la cual los representados se han dado cuenta de que el parlamento nacional y su gobierno no han sido capaces de decidir su propia política en cuestiones fundamentales como, por ejemplo, el límite de déficit impuesto en la Constitución. Segundo, una crisis de legitimidad debido al modo en el que se han distribuido las cargas económicas entre los diferentes actores del sistema (priorizando el rescate bancario, frente al mantenimiento de las redes de seguridad social). Y tercero, una crisis de representación, donde los representantes han sido retratados como una “clase o casta” política que persigue sus propios intereses. A todo ello se ha sumado la creciente visibilidad que se ha dado a los casos de corrupción.
En adelante, nos centraremos, principalmente, en la importancia que los cambios que están teniendo lugar en la sociedad están representando para la evaluación de la actividad representativa y para su legitimidad.

2. Definiciones de la representación: Del representante a “lo representado”
Las democracias contemporáneas se están enfrentando a grandes dificultades a la hora de generar vínculos entre los ciudadanos y sus representantes. Últimamente, los movimientos sociales y los grupos de interés parecen ser más capaces de conectar con las demandas de los ciudadanos. Ejemplos como el del papel jugado por la Plataforma de Afectados por la Hipoteca (PAH) a través de su portavoz Ada Colau, en la introducción de demandas de representación en el sistema político, muestran como algunos actores poseen todavía la capacidad de conectar con “lo representado”. Algo que contrasta con la situación de crisis por la que pasan algunas instituciones como los partidos políticos o el parlamento, que se encuentran entre las instituciones peor valoradas en España.
La literatura suele distinguir entre las idea de la representación y de la participación en la esfera pública. En este sentido, la representación ha sido entendida como el modelo viable de democracia en las sociedades modernas, mientras que la participación se ha interpretado como un complemento a lo anterior. Afortunadamente este discurso está evolucionando. 
Históricamente Rousseau distingue entre el gobierno legítimo (o gobierno democrático) y la representación. La democracia, aparece vinculada a su origen en la antigua Grecia, y por lo tanto al gobierno y la participación de los ciudadanos, mientras que la representación surge en la Edad Media con el sistema feudal. Sólo con la llegada del discurso moderno, el concepto de representación política evoluciona y se transforma en algo más complejo. A través del estado constitucional, la representación se convierte en un conjunto complejo de relaciones en el cual el pueblo soberano pasa a tener un poder más allá del acto formal de la autorización electoral (Urbinati y Warren, 2008).
La representación política se ha tratado como algo simple, en la mayoría de conceptualizaciones realizadas por la visión tradicional (Castiglione y Warren, 2006; Rehfeld, 2006; Lord y Pollak, 2013), de modo que se sostiene que consiste en la celebración de elecciones de forma regular, en las cuales una ciudadanía claramente definida vota dentro de un territorio organizado en diferentes circunscripciones, donde se elige a los representantes. Éstos actúan en nombre o beneficio de sus representados reflejando sus intereses, valores u opiniones. Posteriormente, el mandato representativo es renovado en elecciones periódicas.
Sin embargo, cada vez un mayor número de personas cuestionan lo que se ha entendido por representación política hasta el día de hoy. Los elementos de la visión tradicional de la representación política son fundamentalmente una parte de la narrativa sobre la democracia liberal (Pollak et al. 2009: 26), no obstante, se trata tan sólo de una de las posibles definiciones que podemos adoptar. De este modo, la excesiva atención que se ha prestado tanto al poder legislativo, como a la circunscripción, nos ha hecho olvidar el examen de aquellos procesos de representación que tienen lugar más allá de los parlamentos (Saward, 2006).
El tratado del que parten todos los análisis actuales sobre la representación es el clásico “El Concepto de Representación” de Hannah Pitkin. Tradicionalmente se ha mantenido, en línea con la anterior definición, que Pitkin (1967) sostiene que, para que la representación se considere democrática, los representantes deben estar autorizados para actuar a través de una elección, por poseer determinadas características que generan una cierta identificación por parte del representado, para que actúe en su beneficio o interés, el cual además debe tener la posibilidad de hacer rendir cuentas a sus representantes con posterioridad (García Guitián, 2009; 2012).
En su máxima simplificación la representación se ha entendido como “hacer presente aquello que está ausente” (Pitkin, 1967) o “actuar en interés del representado” (Eulau et al. 1959). Sin embargo, el modelo tradicional de representación presenta ciertas deficiencias a la hora de comprender la situación actual. Según Lord y Pollak (2013),  en primer lugar, el modelo de representación tradicional asume la existencia de la unidad de un objeto que es representado (una circunscripción, o sus partes), lo que mediante la tarea de “creación o constitución” que lleva a cabo el representante permite definir aquello que está ausente. En segundo lugar, la representación supone la existencia de algún tipo de relación social que la visión estándar parece definir como una relación directa entre el representante y lo representado; sin embargo, salvo que asumamos que las demandas, deseos y preferencias de los ciudadanos son relativamente homogéneas la visión tradicional no es útil para describir lo que sucede en comunidades amplias, en las cuales existen numerosos intermediarios. Por último, las elecciones juegan un papel importante en la tarea de la representación, sin embargo, hoy en día resulta difícil entender la representación como una tarea que llevan a cabo únicamente aquellos elegidos formalmente. También existen representantes no-electos o no-formales.
De este modo la representación se ha entendido tradicionalmente como una “correa de transmisión” a través de la cual los representantes leen las demandas de sus representados y, como los representantes quieren ser reelegidos, tratan de satisfacer dichas demandas mediante políticas que se corresponden con los deseos o los intereses de sus electores.
Pero el funcionamiento actual de las democracias es más complejo de lo que la visión tradicional de la representación nos permite evaluar. Por ello nos proponemos tomar en cuenta los nuevos canales a través de los cuales los intereses y demandas de los ciudadanos se manifiestan en la esfera pública (el parlamento, los medios de comunicación, los foros en internet, la sociedad civil, etc.) de modo que sea posible terminar con la tradicional dicotomización de la representación democrática (Severs, 2012).
Recientes investigaciones han abierto nuevas vías para el estudio de la representación al abandonar los diferentes roles de los representantes y centrarse en la representación como una “práctica” o “performance” (Ankesmit, 2002; Plotke, 1997; Saward, 2010). Dentro de este enfoque el principal objeto de estudio se centra en los procesos de comunicación que tienen lugar entre el “creador” de la demanda de representación, el “mensaje” que contiene la propia demanda, el “objeto” que es representado, el “contexto” o “referente” en el que este se inserta y la “audiencia” a la cual se dirige.
La definición estándar de la democracia representativa, mediante el énfasis puesto en las elecciones, los grupos de presión y los partidos políticos sostiene que los juicios políticos son el resultado de la mera agregación de preferencias (Urbinati y Warren, 2008), mientras que desarrollos posteriores, como el de la democracia deliberativa, se concentran en la formación de la opinión pública y del juicio dejando a un lado los problemas concretos de la representación. Las esferas públicas deliberativas, actuarían de algún modo como complementos al sistema representativo mediante su incorporación a modo de reflejo, por parte de los representantes (Habermas, 1985).
No obstante entender la representación como una práctica o performance resulta especialmente interesante para el estudio de la representación. Así como del papel que en la representación juega la esfera pública en momentos de crisis; en la medida en que es precisamente en estos momentos en los que actores extraparlamentarios poseen mayores incentivos para actuar, ya sea a través de movimientos sociales o de grupos de presión y de interés.
A partir del giro constructivista que se ha dado en la teoría de la representación se está tratando de identificar cuáles son aquellas fallas principales que la teoría tradicional presenta. Desde “El Concepto de Representación” de Hannah Pitkin (1967), el estudio de la representación se ha centrado en el papel que juega el representante más que en lo representado; aquello que es representado es tomado por Pitkin como algo dado, algo que no requiere, al menos en principio, de una explicación (Saward, 2006: 300).
En este sentido, el complejo y delicado proceso de construcción de “lo representado” aparece a los ojos de Pitkin como algo transparente (Saward, 2006: 301). No se realiza un estudio sobre qué es aquello que se representa.
Con Jane Mansbridge y Andrew Rehfeld sostengo que los conceptos tradicionales que han sido utilizados para caracterizar la representación política cada vez presentan un encaje más complejo con la realidad. Existe una falta de adecuación entre la definición tradicional de la representación democrática basada en la representación electoral territorial y un mundo de la política cada vez más complejo (Urbinati y Warren, 2008: 388).
Ya se ha señalado que la representación política se ha presentado tradicionalmente como una relación entre una agente y un principal (Urbinati y Warren, 2008; Pollak et al., 2009; Brito Viera y Runciman, 2009, etc.), que se suele legitimar en base a un proceso electoral, que asegura por un lado un cierto grado de equidad en la participación de todos los ciudadanos y por otro la obligación de los representantes de rendir cuentas en un territorio determinado.
Sin embargo, en lugar de centrar nuestro análisis en el rol del representante, es importante resaltar el papel que aquello que es representado juega dentro del sistema representativo. Así, Michael Saward nos invita a adoptar un enfoque renovado en la representación política: “en vez de centrarnos en la representación como un hecho institucional resultado de las elecciones, debemos tratar de entenderlo como una actividad constitutiva o como un evento” (Saward, 2010: 14, 43).
En este sentido, podemos entender la relación de representación como algo en curso, resaltando su carácter dinámico, y su capacidad para vincular a los representantes, a las demandas de representación que plantean y a lo representado (Lord y Pollak, 2013: 520).
Así, en la tarea de representación, “aquel que hace la representación propone a un sujeto que representa a un objeto que está relacionado con un referente y es ofrecido a una audiencia” (Saward, 2010: 36). Ello permite que la representación sea algo más fluido, que se adapta en mayor medida al contexto, pues el referente juega un papel muy importante en la medida en que permite comprender que es aquello que se representa.
La idea de Saward, de una representación dependiente del contexto cultural, es interesante e importante porque nos invita a examinar los diferentes modos en los que aquellos que presentan demandas de representación hacen uso de los recursos culturales existentes dentro del contexto en el que se encuentran para tratar de crear o redefinir sus demandas de representación sobre determinados objetos o sujetos (Thompson, 2012).
La idea de recurrir al contexto a la hora de definir la representación es especialmente útil a la hora de caracterizar aquello que es representado, en la medida en que la pluralidad de intereses o deseos que deben ser representados en una sociedad plural es probable que sea distinta en diferentes contextos.
La representación pasa, por tanto, a ser algo difuso que requiere de una descripción acerca de la situación en la que tiene lugar para ser entendida. Parlamentarios, ONGs, grupos de interés, asociaciones de la sociedad civil, etc., realizan demandas de representación, definiendo aquello que pretenden representar (“lo representado”) y las diferentes audiencias a las que estas demandas de representación se dirigen, aceptan reformulan o rechazan “aquello que es representado”. Para lograr esa conexión con “lo representado” es preciso que los que plantean demandas de representación las enmarquen dentro de un conjunto de significados conocidos por parte de los representados.
La representación política, por tanto, no debe ser confinada al voto de los ciudadanos en las urnas, sino que debe tratar de incluir a los diferentes grupos sociales que, cada vez en mayor medida, forman parte del moderno sistema de gobernanza. Cada vez más, están surgiendo nuevas formas de representación no electoral en el desarrollo de políticas administrativas, a partir de la sociedad civil, así como resultado de la globalización y de la compleja interdependencia entre los diferentes niveles de la organización política.
Una de las problemáticas actuales más interesantes la constituye el estudio de la circunscripción o el electorado (constituency). Se trata de un elemento fundamental, en la medida en que determina las inclusiones y las exclusiones que permite la representación. La concepción tradicional de la representación se encuentra cada vez en mayor medida sometida a tensiones, entre las que destaca el criterio territorial de la representación como uno de los que más dificulta su adaptación a la situación actual (Urbinati y Warren, 2008; Rehfeld, 2005).
Mediante este giro constructivista no se abandona la idea de la representación como un concepto único y muy complejo (Rehfeld, 2011), sino que se trata de mostrar otra perspectiva sobre la representación política que es posible que esté mejor preparada para explicar aquellas demandas políticas que se presentan por actores no electos, fuera de los cauces tradicionales de la representación.
Lo que se está tratando de poner de relieve es que como muestran Pitkin (1967), Ankersmitt (2002) o Mansbridge (2003) “Hacer presente A a través de B es sólo una fórmula: lo que importa es cómo ha de entenderse, qué significa, bajo qué circunstancias y presupuestos es posible, y cómo se justifica” la representación.
El giro constructivista nos permite resaltar aquello que es representado. De modo que mediante la formulación de una demanda de representación el objeto, “lo representado”, es creado o, en palabras de Eline Severs, “the thing is called into being” (2012). Ello permite poner en primer plano el elemento constitutivo de la representación, y otorga a los investigadores la posibilidad de generar todo un nuevo léxico capaz de explicar los casos de representación política que se producen al margen de las instituciones democráticas y en ausencia de los mecanismos formales de autorización y rendición de cuentas.
3. La representación no-electoral y la pluralidad de demandas en la esfera pública
La falta de conexión entre la ciudadanía y los representantes puede explicarse porque la idea de la representación, así como sus definiciones, se han centrado tradicionalmente en la explicación y categorización de la tarea del representante (como “delegate”, “trustee” o “gyroscope”, etc.) relegando de algún modo aquello que es representado.
Como se ha tratado de ir caracterizando a lo largo del trabajo, en el panorama político la representación electoral compite ahora con nuevas formas de representación informal. Las formas de representación no-electoral son cada vez más importantes para expandir y profundizar en el significado actual de la democracia (Urbinati y Warren, 2008: 389). La representación electoral sigue constituyendo la última referencia del poder del Estado, sin embargo, las demandas de representación en base al territorio (que adoptan el modelo tradicional de representación) continúan debilitándose (Urbinati y Warren, 2008: 391). Por ello resulta necesario pensar en la representación más allá de las urnas (Saward, 2010, Warren, 2008).
La representación que parte de los mecanismos electorales y otra serie de procesos institucionalizados posee grandes virtudes, entre ellas permite conocer de antemano los procedimientos por los cuales serán autorizados a actuar los representantes; y, además, revela la existencia de una cierta cadena de legitimación que explica el cargo que ostentan, así como facilita predecir su ejercicio. Sin embargo, la estabilidad de los representantes electos y de las instituciones electorales también supone que su respuesta sea lenta ante situaciones cambiantes y, asimismo, dificulta su implicación en la representación de los grupos minoritarios o marginados (Urbinati y Warren, 2008: 402).
La intención, por tanto, sería tratar de considerar aquellas demandas de representación que parten desde fuera de los cauces institucionales, pero que, sin embargo, se ven ampliamente refrendadas por parte de la ciudadanía. De algún modo, se trataría de volver a incluir una cierta visión pluralista de la sociedad y la representación. Ello permitiría incluir dentro del sistema representativo demandas que provienen de la esfera pública (Habermas, 1996).
De algún modo, este enfoque nos permitiría acercarnos a uno de los puntos de más difícil articulación del sistema: la intersección que puede producirse entre los juicios que emanan de la esfera pública y aquellos que parten de la esfera de la representación institucional.
En determinados momentos, las instituciones representativas y aquello que debe ser representado no encuentra articulación posible. Es en estos momentos en los que se plantea una disyuntiva en los que las formas extraparlamentarias de representación, mediante los grupos de interés o mediante los movimientos sociales y otras organizaciones de la sociedad civil, pueden jugar un papel fundamental para canalizar las demandas de representación dentro del sistema (Urbinati y Warren, 2008: 393). Se trataría por tanto de aprovechar esta ventana de oportunidad para expresar la representación más allá de la visión tradicional.
En un contexto de crisis como el actual parece que cada vez existe mayor conciencia sobre las tensiones insertas en el concepto de representación. Los parlamentos y los gobiernos como centros de la soberanía, junto con la estructura de los partidos políticos como vehículos de la representación política tradicional, han visto como la complejidad de la realidad social ha debilitado su capacidad de modularla. La toma de conciencia de hechos como éstos ha supuesto que autoras como Jane Mansbridge (2003) o Lisa Disch (2011) se pregunten por aquello que permite caracterizar como representativa a una relación, independientemente de su carácter electoral.
Y no es casualidad que para caracterizarla hallan debido apelar al papel de los representados. Solamente cuando los representados tienen la capacidad de objetar sobre aquello que se está realizando en su nombre, cuando pueden enfrentarse a ello y no lo hacen, la falta de objeción puede ser considerada como una aceptación tácita. En palabras de Runciman “el criterio de no-objeción permite un tipo de presencia latente de lo representado, un silencio como ese puede ser tomado como una forma de asentimiento. Sin embargo, ello también implica que cuando se rompe el silencio, y se plantean objeciones explícitas, la representación empieza a derrumbarse” (Runciman, 2007: 95).
Russell Dalton (2007) señala que existe una nueva generación de ciudadanos menos interesados en los procedimientos electorales (y en el voto), pero que sin embargo están más implicados en la política y que desean participar activamente en ella. Este hecho debería instigarnos a pensar en la representación bajo un espectro más amplio, de forma que seamos capaces de incluir los canales no electorales, no como algo que compite con los electorales por hacerse un hueco en la representación (que también), sino como una forma de complementarlos.
En este sentido, diferentes actores puede presentarse como representantes de diferentes audiencias y, por lo tanto, debemos estudiar esas reivindicaciones para constituirse en representante, así como su aceptación por parte de diferentes audiencias. De este modo, la representación no electoral, así como la pluralidad de demandas de representación que habitan la esfera pública, pasan a poder ser evaluadas de forma que la representación se convierte en algo relacionado, pero distinto, de las elecciones.
Normalmente los representantes electos y las demandas que expresan suelen ser aceptadas por sus votantes (o incluso por otros individuos), pero tomar en cuenta otro tipo de demandas de representación puede permitir la aceptación de éstas por parte de otros grupos (Saward, 2006). El énfasis puesto por la teoría tradicional de la  representación en el representante, más que en lo representado, ha supuesto tomar lo último como dado, y renunciar a estudiarlo y problematizarlo (Saward, 2006: 300).
Resulta necesario tomar en cuenta el incremento del número de formas de representación, así como de los cauces para llevarla a cabo. Su presencia en el parlamento, en los medios de comunicación, en internet, a través de la presión ejercida por los grupos de presión y de interés o de los movimientos sociales hace que recurrir a explicaciones diádicas no sea suficiente para explicar todos los modos de representación que tienen lugar en la realidad.
La posibilidad de entender “lo representado” dentro de un esquema en el cual se analizan el emisor, el receptor y el contenido del mensaje, para determinar que es aquello que se representa, y frente a quién se plantea dicha representación, puede permitir explicar la pluralidad de demandas de representación que acontecen en la esfera pública; y que surgen de multitud de actores dentro y fuera de los cauces institucionalmente habilitados: “Los partidos, los grupos de interés y las organizaciones empresariales deciden sobre la agenda política, mientras las esferas públicas, la sociedad civil y los medios de comunicación forman y transforman la opinión pública” (Habermas, 1985), elevando pretensiones de validez que pueden ser aceptadas por otros actores (Vallespín, 2001).

4. ¿Qué puede aportar este enfoque?
En el mundo político moderno, por tanto, ya no existe una relación simple entre el principal y el agente, sino que el principal debe ser construido e identificado en relación con la comunidad política en general, o con su contexto en particular. Del mismo modo “lo representado” requiere de cierta construcción para “existir”.
Mediante el giro constructivista en la representación (Severs, 2012) se trata de aportar un nuevo ángulo desde el cual aproximar el estudio de una problemática compleja. Porque “existe algo ahí, en medio de la oscuridad, que todos ellos están fotografiando; y las diferentes fotografías juntas pueden ser utilizadas para reconstruirlo de forma completa” (Pitkin, 1967: 10-11).
La construcción lo representado ha sido considerada por la visión tradicional de la representación como algo no problemático, al asumir que la comunidad política es una y además posee unas fronteras claramente delimitadas y relativamente fáciles de identificar; sin embargo, hoy en día, la definición de aquello que es relevante a efectos de la representación resulta cada vez más problemático (Castiglione y Warren, 2006: 8).
Por ello, entiendo que aquellas demandas de representación, independientemente de los actores que las planteen, capaces de crear nuevas audiencias o de acceder a las existentes, interaccionando e implicándose con ellas, aportan una nueva perspectiva al estudio de la representación.
En este sentido, aquellas que sean capaces de generar un alto grado de aceptación por parte de aquellos individuos a los que afectan, pueden ayudar a complementar la teoría de la representación, permitiendo incorporar el estudio de otros actores del sistema político dentro del ámbito de la representación.
Los grupos de presión y de interés, así como los movimientos sociales o las asociaciones de ciudadanos participan en el sistema político, su actuación afecta a los rendimientos del sistema, y puede condicionar la actividad del parlamento y del gobierno. La inclusión de las demandas de representación que estos grupos plantean a través de sus representantes no-electos en el estudio de la representación puede, por tanto, complementar los actuales análisis sobre el funcionamiento de los canales de representación.
Además de tomar en cuenta la existencia de este tipo de demandas, es imprescindible que posteriormente nos acerquemos a evaluar la legitimidad de las mismas. La idea principal que quiere plantearse es que puede resultar útil tratar de ampliar el concepto de representación, difuminando su categórica distinción de la idea de la participación, así como aceptando su existencia fuera de los cauces electorales, ya que ello puede ayudar a desarrollar un análisis más fructífero acerca de la situación actual. Mediante la negación de la existencia de la representatividad de los actores no electos tan sólo estamos abandonando un campo de estudio, pero aceptarlo no implica renunciar a preguntarse posteriormente acerca de la legitimidad del mismo.

5. La cuestión de la legitimidad
La representación política se ve, cada vez en mayor medida, sometida a la necesidad de negociar de forma informal y de deliberar con diferentes agentes para generar legitimidad política. Sin embargo, los modelos de gobernanza carecen de legitimidad formal, así como de representantes formales que deban rendir cuentas ante aquellos que se pueden ver afectados por las decisiones (Urbinati y Warren, 2008: 390).
El incremento en el número de actores que toman parte de la tarea de representación supone un reto para la adaptabilidad del propio concepto, así como para la evaluación del diferente grado de legitimidad de las demandas que cada uno de los actores plantea.
En este sentido, el grado en el cual una relación representativa se podrá considerar democrática dependerá de la capacidad que posea para seguir la siguiente norma: “cada individuo potencialmente afectado debe tener una oportunidad igual de influir en la decisión”, pero además deberá complementarse con el corolario de que las decisiones y acciones colectivas deberán reflejar la inclusión de todos aquellos afectados por dichas decisiones o acciones (Castiglione y Warren, 2006: 4). Lo anterior implica que, en sociedades complejas y de masas como las actuales, la única forma de inclusión de aquellos afectados por la decisión se alcanza mediante la aceptación de su presencia en la representación.
Esta idea permite dar un valor especial a la elección y el consentimiento dentro de la representación. Elección y consentimiento entendidas como la voluntad de aquello que es representado de sentirse representado.
Al evaluar la presencia de los ciudadanos dentro del proceso representativo Pitkin atribuye dos deberes a los representantes: el deber de actuar en interés de los representados y el de tomar en cuenta sus puntos de vista y ponderarlos en función de sus intereses. Para Eline Severs (2012) es este último deber el que atribuye el carácter democrático a la representación, en la medida en que permite entender que “lo representado” mantiene su presencia, su capacidad de decir y, por lo tanto, de objetar sobre la representación que de ellos se hace. La capacidad de aceptar, pero también de objetar, las demandas de representación, constituye por tanto un elemento básico de la representación entendida como una representación sistémica y social (Saward, 2012).
No está de más recordar otra vez la importancia del contexto en el que se realiza la demanda de representación. Es preciso que evoque ciertos referentes conocidos por la audiencia que aceptará la demanda de representación. Su posibilidad de ser aceptada dependerá en buena medida de su capacidad para insertarse dentro del contexto en el cual se plantea. No se trata sólo de mostrar una imagen determinada acerca de aquello que se pretende representar, sino de hacerlo a través de imágenes, de ideas o metáforas que estén en consonancia con la “cultura de fondo” (Rawls, 1993) de la sociedad.
Esto sugiere que, dependiendo del contexto, algunas demandas poseerán mayores posibilidades de ser reconocidas que otras (Severs, 2012). No obstante, con Bernard Manin (1997) debemos recordar que en un sistema representativo, los ciudadanos son la fuente de la legitimidad.
Hace más de una década Saward, y la aparente apatía de los votantes o su ignorancia, nos hacía preguntarnos acerca de la legitimidad de los regímenes democráticos y sus decisiones (Saward, 2000). La idea consistía en tratar de buscar cauces a través de los cuales una ciudadanía más informada y formada pudiera participar en los asuntos públicos. Hoy en día la propuesta parece acercarse a las ideas de Warren (2006; 2009), quien nos propone estudiar el papel de representantes que pueden ejercer los propios ciudadanos, y alentándonos a atravesar “la nueva frontera” (Urbinati y Warren, 2008) la de la representación democrática no electoral.
Las demandas de representación provienen de innumerables agentes no electos: lobbies o grupos de interés, organizaciones de la sociedad civil, ONGs, fundaciones, periodistas, y otros individuos (Urbinati y Warren, 2008: 403), además de representantes electos actuando como “surrogate representatives” (Mansbridge, 2003). Precisamente, por el incremento de su número e importancia en el sistema, adoptar un enfoque que permita analizar las demandas de estos actores resulta de especial valor.
Como un complemento a la visión tradicional de la representación, es interesante y a la vez pertinente, analizar la tarea de representación llevada a cabo al margen de las elecciones, a través de los grupos de presión y de interés, y de los movimientos sociales; centrándonos en aquello que es representado.

6. Nota final para la reflexión
Resulta complicado tratar de presentar cualquier tipo de conclusión en un ejercicio eminentemente teórico como este, no obstante no está de más tratar de compilar las principales ideas que se han tratado de presentar.
En primer lugar, parece que nos encontremos, en el caso español, más ante una crisis de rendimiento del sistema representativo, que frente a una crisis del modelo. El alto nivel de apoyo de la democracia así parece atestiguarlo.
En segundo lugar, ello no debe hacernos caer en la complacencia de abandonar la justificación de la existencia de un concepto como el de representación, que en las últimas décadas se está viendo sometido a crecientes tensiones debido al avance de la sociedad y al incremento de la importancia de los modelos de representación no electoral en la esfera pública.
Como se ha mantenido, el espacio de maniobra del que gozan los representantes electos es cada vez más pequeño debido a las cesiones de soberanía a otras instituciones, así como por la inserción de la propia tarea de representación dentro de un complejo entramado institucional multinivel.
En tercer lugar, la idea de la representación, tal y como ha sido entendida hasta el momento, produce algunas disfunciones en el sistema que, estimuladas por un momento de crisis económica, pueden poner en apuros la propia legitimidad del sistema.
Por ello, es importante subrayar que, lo que antes parecía un simple mecanismo representativo, se ha convertido en una serie de prácticas complejas (Lord y Pollak, 2013); “prácticas” o “performances” que a la luz del giro constructivista en la representación están generando un nuevo vocabulario con el que hacer frente al complejo y delicado proceso de construcción de lo representado.
El proceso de análisis de las demandas de representación se presenta así como un esquema más fluido y flexible, capaz de adecuarse en mayor medida a la compleja realidad a la que se enfrenta, y capaz también de complementar de algún modo los modelos tradicionales de la representación política.
Se trata, tan sólo de un nuevo intento de fotografiar aquello que está “en el medio de la oscuridad” (Pitkin, 1967), para adecuarlo a un complejo mundo político en el que la representación electoral no es capaz de abarcar todos los supuestos que se dan en la realidad. De este modo, los canales no electorales de representación no son algo que compita con la representación institucional y electoral (aunque a veces lo haga), sino que se trata de un complemento a ella, con el requerimiento fundamental de que sea capaz de seguir la norma por la cual cada individuo afectado debe tener una oportunidad igual de influir en la decisión, así como de aceptar su presencia en la demanda de representación.
El universo de la representación es, por tanto,  más amplio de lo que solemos pensar. De algún modo la visión tradicional de la representación ha mantenido una exitosa hegemonía capaz de fijar el significado de las instituciones y las prácticas sociales, definiendo el sentido común mediante el establecimiento de una particular concepción de la realidad (Mouffe en Pugh, 2010: 236).
La idea de las demandas de representatividad como un concepto fluido, elusivo, que es construido, sitúa la acción representativa dentro del continuo intercambio con los representados y sugiere que, dependiendo si éstos tienen o no deseos explícitos, el rol de las obligaciones podrá variar. Pero cuando aquello que debe ser representado se ha formulado de forma explícita, en forma de deseos u objeciones a las actuaciones del representante, entonces se requiere una respuesta política que tome en consideración el juicio de aquellos que son representados.
Es en estos momentos en los que se plantea una disyuntiva en los que las formas extraparlamentarias de representación, mediante los grupos de interés o mediante los movimientos sociales y otras organizaciones de la sociedad civil pueden jugar un papel fundamental para canalizar las demandas de representación dentro del sistema (Urbinati y Warren, 2008: 393). Se trataría por tanto de aprovechar esta ventana de oportunidad para expresar la representación más allá de la visión tradicional.
“Cuando nos familiarizamos con las instituciones y dejan de ser puestas en duda las justificaciones de su existencia se atrofian por desuso” (Rehfeld, 2005: 18).
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